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Resumen 

Este artículo es un estudio exploratorio de percepción de usuarios del 
servicio de administración de justicia familiar en el Distrito Federal. 
Habitualmente, la literatura académica y la prensa en general consideran 
que los problemas centrales del servicio de justicia son: costos, demora, 
complejidad y calidad del servicio. En general, las conclusiones afirman que 
el sistema legal es costoso, lento, excesivamente complejo y de mala 
calidad para importantes sectores de la población que no pueden acceder 
adecuadamente al servicio. Sin embargo, este trabajo realizado sobre la 
base de una muestra no representativa de 200 entrevistas a usuarios y 
litigantes parece revelar que según su percepción del servicio existe un bajo 
nivel de demora (58% resolución antes del año), un bajo nivel de 
complejidad (72% sin procedimientos extraordinarios), trámites 
relativamente ágiles (60%: 4 veces - 79%: 2 horas), alto nivel de 
legitimidad del sistema judicial (54% - jueces y 70% magistrados por parte 
de litigantes), alta participación de sectores sociales de escasos recursos 
(38%), costos relativamente bajos de litigio (38% menos de 5 salarios 
mínimos). Independientemente de sus causas, estos datos cambian el 
panorama tradicional del litigio familiar. A su vez, el estudio arroja otras 
cifras interesantes de la percepción de litigantes y usuarios para el análisis 
empírico del juicio familiar, como el alto nivel de litigiosidad privado (89% 
no hay arreglo), las serias deficiencias en la información de las asesorías 
jurídicas privadas (55% no recomendó acuerdo), la alta participación 
femenina (89%), la prevalencia de violencia intrafamiliar como motivo de 
litigio (34%), y el bajo nivel de corrupción en el sistema judicial (4.6%). 

Abstract 

This paper is an exploratory study of perception of users of the judiciary 
system for family justice in the Federal District. Habitually, academic 
Literature and press consider that the central problems of the judiciary 
system are: costs, delay, complexity and quality of the service. In general, 
their conclusions affirm that the legal system is expensive, slow, and 
excessively complex, and offer low quality services for an important 
segment of the population that cannot accede suitably to the service. 
Nevertheless, this study, made on the base of a nonrepresentative sample 
of 200 interviews to users and litigants, seems to reveal that according to 
their perception of the service there is a low level of delay (58% resolution 
before one year), a low level of complexity (72% had no extraordinary 
procedures), proceedings are relatively fast (60%: 4 times - 79%: 2 hours), 
there is a high level of legitimacy of the judiciary system (54% - judges and 



 

 

70% magistrates according to litigants), there is a high participation of low 
income social segments (38%), and litigation is relatively cheap (38% less 
than 5 minimum wages). Independently their causes, these data change the 
traditional panorama of the family litigation. As well, the study shows other 
interesting data about the perception of litigants and users for the empirical 
analysis of the family trials, as the high level of private litigation (89% there 
is not agreement), the serious deficiencies in the information of the private 
legal consultant's offices (55% did not recommend agreement), the high 
feminine participation (89%), the prevalence of family violence as a reason 
for litigation (34%), and the low level of corruption in the judiciary system 
(4.6%). 
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Introducción 

En los últimos años, las críticas al sistema de administración de justicia 
mexicano se han enfocado regularmente en cuatro aspectos: costos, demora, 
complejidad y calidad del servicio. Estos factores inciden directamente en el 
acceso a la justicia que brinda un sistema legal y son claves para entender su 
funcionamiento. En general, las conclusiones afirman que el sistema legal es 
costoso, lento y excesivamente complejo para importantes sectores de la 
población que no pueden acceder adecuadamente al servicio. Esta tendencia 
académica (Marín, 2003) coincide con una posición generalizada de los medios 
de información (Garay Maldonado, 2005), de asociaciones civiles nacionales 
(González, 2002) e internacionales (CEJ, 2001), de la discusión teórica a nivel 
latinoamericano (Del Carril, 2001) e internacional (Zuckerman, 1999), y de 
organismos internacionales (Sáez, 2005) que han promovido las reformas de 
justicia en América Latina desde que comenzó el proceso de democratización 
en la región.  

Sin embargo, a pesar del lugar común de la literatura, existen muy pocos 
estudios empíricos que avalen este diagnóstico (Magaloni, 2005). En México, no 
se conocen con exactitud la demora, el costo, la complejidad y la calidad del 
servicio del sistema de justicia, las razones de estos problemas, las distintas 
formas que adquieren (por ejemplo, costos directos, indirectos, por pérdida 
de jornada laboral, impuestos judiciales, viajes, costo de representación 
privada, etc.), y su ubicación en el proceso (presentación de pruebas, 
apelación, procedimientos extraordinarios, etc.), en el sistema (sobrecarga 
laboral, costumbres judiciales, etc.), en la legislación (contradicciones, 
lagunas, obsolescencia normativa, etc.), o en los propios usuarios del sistema 
(cultura de alta litigiosidad, incumplimiento de acuerdos, etc.). Tampoco hay 
análisis empíricos de la percepción del sistema de justicia por parte de sus 
usuarios. La percepción subjetiva de los actores sociales involucrados es una 
forma de desarrollar un diagnóstico de funcionamiento, aunque no se agota en 
ello. Es necesario considerar otros factores como el análisis de casos, de 
expedientes judiciales, del libro de gobierno de los juzgados, de la normativa 
vigente, etc. 

En este sentido, este trabajo investiga de manera exploratoria las 
percepciones de los usuarios (litigantes y representados) respecto de la 
demora, el costo, la complejidad y la calidad del servicio del sistema de 
administración civil en el ámbito familiar en la Ciudad de México. También se 
realiza un perfil socio-económico y de género1 de los usuarios de dicho 
servicio; una tipología de motivos de este de litigio y un cuadro de 
preponderancia de tipos de litigio. El ámbito familiar fue elegido porque es un 
tipo de litigio de carácter eminentemente no patrimonial que no excluye a 
                                                           
1 Este punto se refiere al demandante. Es decir, quién comienza el juicio. 
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ningún sector social. Además, se trata de procesos con altos costos 
emocionales para los involucrados y con frecuencia, está en juego la tutela de 
derechos de menores de edad. 

Metodología 

El diseño metodológico del estudio combina técnicas cuantitativas y 
cualitativas de recolección y análisis de los datos obtenidos con informantes 
del sistema —litigantes y clientes—.2 

Como instrumento de recolección de datos se utilizó una entrevista 
estructurada que contenía algunas preguntas abiertas. La guía de preguntas 
pretendía indagar sobre costos, demora, complejidad y calidad del servicio de 
justicia familiar. 

La muestra estuvo conformada por personas que cumplieran con los 
siguientes criterios de selección: a) su pertenencia al sistema como usuarios 
(litigantes y representados), y b) con procesos que ya hubieran finalizado. En 
el marco del muestreo teórico (Glaser; Strauss, 1967), se buscó conformar una 
muestra ilustrativa, aunque no representativa, de usuarios que hubieran 
demandado o hayan sido demandados en materia familiar (diferentes formas 
del divorcio /necesario y consentimiento/ o de patria potestad3) y se 
encontraran ya con el proceso terminado (en los tres últimos años); y 
litigantes que estuvieran actualmente llevando casos como los señalados 
anteriormente, con el objetivo de identificar su percepción sobre el servicio 
de administración de justicia. No se estableció en principio ningún otro 
criterio de selección de los informantes tales como edad, nivel socio-
económico, etc. La muestra abarcó todos los juzgados familiares del Distrito 
Federal. Esta entidad federativa fue elegida porque tiene la mayor cantidad 
de juzgados, número de casos, presupuesto y sobrecarga laboral del país.4 El 
número de casos de la muestra siguió el principio de saturación teórica 
(Glaser; Strauss, 1967). Se realizaron un total de 200 entrevistas con 100 
litigantes y 100 usuarios directos (representados), y una tasa de rechazo de 20 
usuarios y 40 litigantes. Los informantes fueron contactados de manera 
oportunista directamente en el servicio de administración de justicia (juzgados 
familiares) y a través de los bufetes jurídicos privados participantes.5 No se 
                                                           
2 Se excluyó a funcionarios del poder judicial (magistrados, jueces, proyectistas, secretarios de acuerdo, peritos, 
etc.). 
3 Se eligieron estas formas del litigio familiar como básicas y las restantes (pensión alimenticia, suspensión de pensión 
alimenticia, etc., como derivadas). El juicio sucesorio no fue analizado porque no se lo considera un tipo de juicio 
central al derecho familiar. 
4 Después de la materia civil (inmobiliario civil), la familiar es la que presenta la mayor cantidad de expedientes 
ingresados y de juicios iniciados. “Informe de labores 2005” (TSJDF, 2006, pp. 39). 
5 Los entrevistados fueron contactados en la puerta misma de los juzgados o a través de los estudios jurídicos 
participantes (ex-clientes) a partir de dos preguntas: interés en participar del estudio y tener casos terminados en los 
últimos tres años. 
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usaron instituciones civiles, privadas o públicas por el riesgo de compromiso 
con un determinado perfil de usuario. En todos los casos se obtuvo un 
“consentimiento informado” y se trabajó en condiciones de privacidad y 
confidencialidad académica. 

La estrategia de análisis de los datos consistió primeramente en la 
codificación de las respuestas a cada pregunta abierta con base en la 
comparación y contraste, y el señalamiento de patrones y temas. Se elaboró 
luego una clasificación conjuntada (Huberman; Miles, 1994) de respuestas y se 
procedió a un análisis cuantitativo de frecuencias de todas las respuestas, 
tanto de las abiertas como de las pre-codificadas. 

 

Demora 

El primer problema que surge en la percepción de los usuarios está 
relacionado con la demora de los juicios. El 49% de los entrevistados afirma 
que su juicio fue largo y el 37% que fue corto. El 14% no tiene opinión sobre la 
duración del juicio, aunque se puede decir que no opinaba que fuera largo. 
Esto significa que la mitad de los usuarios no cree que los juicios sean largos. 

 Aun aceptando que el 49% es un cifra alta de percepción de demora, 
cuando se pregunta sobre la duración de los juicios, el 75% reconoce que el 
suyo se resolvió antes de 18 meses. Esto no parece ser un tiempo demasiado 
largo para un juicio de divorcio necesario y mucho menos, para un juicio de 
patria potestad.6 De hecho, la media de duración para juicios familiares según 
la percepción de los usuarios es de 9 meses.        

                                    

                                                           
6 Es imposible sostener de manera objetiva que un juicio es corto solamente a partir de la percepción de los 
usuarios y litigantes, es decir, sin acceso a los expedientes judiciales. Aquí se trata más bien de establecer la 
razonabilidad comparativa con otros tipos de juicio dentro del mismo universo (familia) y con juicios de otros 
ámbitos (mercantil, laboral, etc.) La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Suárez Rosero v. 
Ecuador”, (CIDH, 1997, Consideraciones previas sobre el fondo, párrafo 72), señala que existen tres elementos para 
medir el “plazo razonable” en que se desarrolla un proceso: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del 
interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales. Esta noción también aparece en el caso “Genie Lacayo v. 
Nicaragua” (CIDH, 1997, párrafo 15, 38, 74 y 77). A su vez, la Corte Europea de Derechos Humanos fija un criterio 
al respecto (ECHR, 1991 y ECHR, 1993). La Convención Americana establece el principio de “plazo razonable” de 
un proceso (CADH, 1969, artículos 7.5 y 8.1). Por último, sólo cabe agregar que en el “Informe de Labores 2005” 
(TSJDF, 2006), el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal indica que en el 2005 ningún asunto resuelto con 
sentencia definitiva excedió el límite fijado por ley. 
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1.- Usuarios: ¿Cuánto duró el proceso?
(Demora en meses promedio)

26%

18%
31%

4%

4%

13%
4%

- de 6

6 - 12

12 - 18

24 - 36

36 - 48

48 - 60

+ 60 

 
Este dato se complementa con el aportado por los litigantes, que dan 

cifras similares a las reportadas por los usuarios. 
 
   

        

2.1.- Litigantes: ¿Cuánto tiempo lleva un juicio de 
divorcio voluntario desde que se presenta el 
convenio hasta que se ejecuta la sentencia?

(Demora en meses promedio)

75%

17%

6% 2%

1-6

6-12

18-24

24 -  36

 
 
 

Media: 5.16     D. S. 5.90     N = 96

Media: 9.10       D. S. 7.77   N = 100 
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2.2.- ¿Cuánto tiempo dura un juicio de divorcio 
necesario desde que se presenta la demanda 

hasta que se ejecuta la sentencia?
 (Demora en meses promedio)

38%

26%

4%

24%

4%
4%

1-6

6-12

12-18

18-24

24 - 36

+ 36

 
 

                   

2.3.- ¿Cuánto timepo lleva un juicio de pérdida de 
patria potestad desde que  se presenta la demanda 

hasta que se ejecuta la sentencia?
 (Demora en meses promedio)

21%

38%
10%

21%

3%
7%

1-6

6-12

12-18

18-24

24 - 36

+ 36

 
 

Según estos datos, los divorcios voluntarios se resuelven en menos de un 
año (88%) y los necesarios tardan más por las características particulares de 
este tipo de separación vincular, pero aún así, un porcentaje significativo 
(58%) también se resuelve antes del año. Nuevamente la media es 
significativa: 5 meses para juicios de divorcio voluntario, 12 meses para los 
divorcios necesarios y 16 meses para los juicios de patria potestad. 

Media: 11.98    D. S.  10.92    N = 92

    Media:  16.17    D. S.  12.10       N =58
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Y si se centra la atención en criterios más funcionales del servicio de 
justicia, se puede constatar nuevamente que los tiempos no son demasiado 
extensos. 

 
 

    

3.1.- Usuarios: ¿Cuánto tarda en viajar al tribunal?
(Demora en horas promedio)

60%

34%

6%

- 1

1 -  2

2 - 4 

           
 
 
 
            

            

3.2.- Usuarios: ¿Cuánto tiempo duró cada trámite?
(Demora en horas promedio)

46%

33%

13%

8%

- 1

1 -  2

2 -  4 

4 -  8

 
 
 

Media: 0.65    D. S. 0.85     N = 100

   Media: 1.30   D. S. 1.62   N = 72
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El 60% de los entrevistados tarda menos de una hora en llegar al tribunal y 
el 94% tarda menos de dos horas.7 Asimismo, los trámites relacionados con el 
juicio también son bastante ágiles dado que el 79% afirma que duraron menos 
de dos horas. 

Respecto de la cantidad de veces que cada usuario tuvo que ir al juzgado, 
el 60% reporta haber ido menos de 4 veces. En resumen, se puede afirmar que 
un porcentaje bastante importante de usuarios fue al juzgado menos de cuatro 
veces para hacer trámites de menos de una hora. 

Y en relación directa con el funcionamiento de los juzgados, se debe 
agregar que el 77% de los usuarios afirma que todas las audiencias a las que 
fueron citados, finalmente se celebraron (solamente el 5% de los usuarios lo 
considera un obstáculo en el desarrollo del juicio). Es decir, no hubo falta de 
coordinación o ineficiencias en el propio juzgado. 

Sin embargo, a pesar de estos datos, la mitad de los usuarios (49%) cree 
que su juicio fue largo. Posiblemente esto se deba a varios factores, entre 
otros: 

 
1. la ansiedad de los usuarios por resolver el conflicto emocional que 

ocupa el lugar central del juicio, 
2. la dificultad de los usuarios para llegar a acuerdos y convenios 

exitosos, 
3. la falta de información de los usuarios. 

 
Esto último tiene particular gravedad, pero escapa a la esfera de la 

administración de justicia y es responsabilidad de los litigantes. El 80% de los 
usuarios declara que nunca fue informado respecto de la duración del proceso 
ni tampoco sobre sus posibilidades legales en el litigio. Según estos datos, los 
bufetes privados no informan adecuadamente a sus representados, quizás para 
no desalentar al posible cliente. 

Demora 

El rubro complejidad es bastante difícil de medir. En esta investigación se 
elaboraron los siguientes indicadores: 
 

1. Complejidad entendida como recursos contemplados en el proceso pero 
que son extraordinarios al mismo (denuncias penales, amparos, 
procedimientos extraordinarios, apelaciones, etc.) 

                                                           
7 El Distrito Federal es una de las ciudades más pobladas del mundo y tiene graves problemas de tránsito y de 
transporte. En esta ciudad, un viaje cuya duración sea inferior a una hora, por ejemplo, usando transporte público 
terrestre no se considera un viaje largo. 
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2. Complejidad entendida como dificultad para comprender el proceso en 
su totalidad o alguna de sus partes. 

 
A partir de estas definiciones mínimas de complejidad es posible rastrear la 

percepción de los usuarios en función de la complejidad del servicio de 
justicia entendida como procedimientos extraordinarios. 

 

 

4.- Usuarios

18
28

82
72

0
10
20
30
40
50
60
70
80
90

¿Hubo apelaciones? (N=100) ¿Hubo retrasos y
procedimientos extraordinarios
(amparos, denuncias penales,

etc.? (N=100)

Po
rc

en
ta

je

Positivo Negativo
 

 
 

Definida la complejidad según estos indicadores, es posible afirmar que en 
términos generales no se trata de procesos complejos.8 Un porcentaje 
significativamente alto de usuarios reconoce que no hubo apelaciones (82%) ni 
retrasos especiales (72%) en el desarrollo del juicio. Esto es importante porque 
aunque dichos retrasos no están vinculados de manera directa con el servicio 
de justicia redundan en la formación de opiniones desfavorables respecto de la 
demora y de la calidad del servicio. A pesar de que la legislación puede 
favorecer dicha complejidad,9 la cultura de litigio contribuye de manera 
representativa a este fenómeno. En este sentido, hay que destacar que el 74% 
de los usuarios afirma que no existió ninguna oportunidad de llegar a un 
                                                           
8 Estos datos coinciden en términos generales con los generados por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal. Según el  “Informe de labores 2005” (TSJDF, 2006, pp. 39 y 55), en materia familiar, los tribunales de 
primera instancia recibieron 66,374 asuntos y la oficialía de partes común para salas, recibió 9,760 recursos para las 
familiares. El porcentaje de recursos por el total de asuntos recibidos es de 14,7%. No hay datos específicos sobre 
apelaciones y amparos (falta el desglose). En el Informe tampoco se especifica si los recursos son provenientes de 
asuntos ingresados exclusivamente en el 2005. Pero de todos modos, la cifra apenas ronda el 15%. 
9 Por ejemplo, en el caso de lagunas normativas que permiten interpretaciones subjetivas del juez y que abren la 
posibilidad de apelaciones por parte de alguno de los involucrados. Un ejemplo concreto de esta situación es la falta 
de criterios fijos para determinar el monto de la pensión alimenticia (CCDF, 2005, título VI del Libro Primero, 
artículo 301 y ss.) La ley proporciona algunas líneas generales pero no establece patrones cuantificados. 
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acuerdo extra judicial y el 55% afirma que nadie le recomendó llegar a un 
acuerdo con la otra parte. Independientemente de los motivos (de inicio del 
litigio), queda claro que en este tipo de juicios, los acuerdos son infrecuentes 
probablemente por el compromiso emocional de las partes en el conflicto. A 
este alto índice de litigiosidad se suma la poca relevancia que todavía tiene la 
mediación en las formas de concebir la resolución de conflictos. 

 

  

5.- Usuarios

12
29 29

8088
71 71

20

0
20
40
60
80

100

¿Le
recomendaron

servicio de
mediación?

(N=100)

¿Conoce el
servicio de
mediación?

(N=100)

¿Recibió
información del

servicio de
mediación?

(N=100)

¿Hubiera ido?**
(N=75=)

Po
rc

en
ta

je

Positivo Negativo
 

               
De los usuarios a los que se informó respecto del servicio de mediación, el 

15% preferiría de todos modos litigar y otro 25% no está seguro de recurrir a la 
mediación. En otras palabras, para el 40% el litigio sigue siendo una opción 
válida para resolver conflictos, de hecho, mejor que la mediación. Las razones 
que explican este desinterés son varias: 

 
• el mencionado alto índice de litigiosidad en este tipo de conflictos, 
• desconocimiento de las funciones de la mediación y del servicio en 

particular, 
• escasa tradición de mediación de conflictos, 
• trayectoria todavía reciente del servicio de mediación (Centro de 

Justicia Alternativa), 
• prejuicios negativos respecto de la mediación (dichos prejuicios 

coinciden con los de los litigantes y se analizan posteriormente), 
 
Frente a esto, los litigantes están de acuerdo en que la resolución extra 

judicial del conflicto (una vez iniciada la demanda) no se presenta con 
frecuencia. 
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6.- Litigantes

9 7
26

91 93
74

0
20
40
60
80

100

¿Con cuánta
frecuencia se llegan a

reconciliar los
cónyuges o se llega a
otorgar el perdón o se

¿Con cuánta
frecuencia se llega a
resolver un juicio de

pérdida de patria
potestad antes de que

¿Qué tan frecuentes
son los acuerdos
extra judiciales?

(N=92)

Po
rc

en
ta

je

Frecuente Infrecuente
 

     
 
También es interesante resaltar que al 55% de los usuarios no le 

recomendaron llegar a un acuerdo. Esto es responsabilidad directa de la 
representación privada cuya reproducción material depende de que las partes 
no alcancen ningún acuerdo. Por este motivo, tampoco se recomienda el 
servicio de mediación (88% de usuarios dijo que nadie se lo recomendó). En 
este punto, cabe precisar que en ese 88% se incluye también la falta de 
recomendaciones por parte del servicio judicial. Sin embargo, la contraparte 
(litigantes) afirma haber recomendado el acuerdo extrajudicial10 y también el 
servicio de mediación, aunque el número de los litigantes que conocen dicho 
servicio es sospechosamente bajo. 

                                                           
10 Los litigantes afirman que el problema es que la parte demandante no quiere ningún acuerdo sino perjudicar al 
demandado y recíprocamente. 
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7.- Litigantes
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Esta situación posiblemente se deba al escepticismo del poder judicial 

tradicional frente a formas alternativas de resolución de conflictos y a los 
prejuicios que los defensores de la jurisdicción tienen frente a soluciones de 
mediación.11 En este caso, los intereses de la representación jurídica privada 
coinciden con los del poder judicial. Las respuestas más frecuentes a la 
negativa de recomendar la mediación son las siguientes: 

 
• se trata de un servicio para gente de escasos recursos que no puede 

pagar una representación adecuada, 
• sin la autoridad de un juez las partes nunca alcanzan un acuerdo, 
• solo sirven para casos de violencia intrafamiliar, 
• por costumbre. 

 
En referencia a la complejidad entendida como falta o dificultad de 

comprensión, los usuarios presentan dos tipos de respuestas: 
 

 

                                                           
11 Estos prejuicios van desde que los derechos no pueden ser adecuadamente tutelados en el servicio de mediación 
o directamente, que la justicia alternativa es una forma de privatización de la justicia (Marín, 2003).  
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8.- Usuarios
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Por una parte, afirman haber entendido todos los documentos y por otro 

lado, no comprenden la totalidad del proceso. Esta reacción es natural. En 
general, la representación privada explica el significado legal de los 
documentos pero no todo el proceso. La comprensión abarcadora del mismo 
queda reservada a los técnicos y expertos. Y estos expertos no consideran 
necesario que el cliente deba saberlo. 

Calidad del servicio 

Este rubro es uno de los más difíciles de determinar y de fundamentar 
objetivamente. En la formación de la opinión respecto de la calidad de un 
servicio, entran muchos factores objetivos (infraestructura, agilidad del 
trámite, rapidez del servicio, etc.), y muchos otros de carácter subjetivo 
(calidad de la atención personal, nivel de satisfacción, etc.). A pesar de la 
dificultad, este ítem arroja resultados sorprendentes: el 30% de aquellos 
usuarios que ganaron su demanda piensan que el sistema jurídico mexicano es 
corrupto, el 20% que funciona bien, 20% que hay que reformar el código civil y 
el 20% restante que hay que mejorar la organización. Ahora bien, los usuarios 
que perdieron el juicio expresan opiniones distintas: el 60% cree que hay 
demasiados obstáculos legales (tecnicismos formales), 20% considera que el 
sistema funciona bien y el 20% restante que es un sistema deficiente. Si bien 
el problema de los tecnicismos legales es parte integral del problema de la 
administración de justicia, en realidad, técnicamente es una deficiencia 
normativa cuya responsabilidad recae en el legislador y no en el juez. El tema 
de la corrupción es señalado solamente por los ganadores de sus respectivos 
juicios. Pero al mismo tiempo, en el cuestionario de costos, cuando se 
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pregunta a los usuarios sobre el tema solamente el 4.6% confirma haber 
pagado sobornos.12 Ninguno de los perdedores atribuyó la pérdida del proceso 
a la corrupción, pero un porcentaje de quienes ganaron (30%) si se la 
atribuyen. 

Frente a estas opiniones, la de los litigantes es sustancialmente distinta y 
muy positiva respecto del sistema de justicia. 

 
  

9.- Litigantes
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El 56% cree que el trabajo de los jueces es bueno y el 70% opina lo mismo 

del trabajo de los magistrados. Al menos entre los litigantes, la legitimidad del 
sistema es bastante alta.13 Y la confianza en la labor de los magistrados 
alcanza niveles políticamente envidiables. De hecho, los litigantes tienen un 
nivel de aceptación entre sus propios clientes que es más bajo: apenas el 61% 
de los entrevistados se siente satisfecho con su representación. Y estas cifras 
cobran todavía mayor importancia cuando los mismos entrevistados creen que 
dichos funcionarios carecen del tiempo necesario para hacer bien su trabajo. 
El 70% cree que los jueces no disponen de tiempo suficiente debido a la 
sobrecarga laboral y exceso de casos. 

 

                                                           
12 Y nunca directamente a funcionarios del poder judicial. Según los testimonios, son los propios abogados los que 
solicitan el pago. Imposible verificar si se trata de un pago real a un funcionario del sistema o si es una técnica para 
obtener un sobresueldo. 
13 Posiblemente porque conocen el trabajo cotidiano de los juzgados y las condiciones del mismo. 
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10.- Litigantes
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El nivel más bajo de aceptación y legitimidad es el de los secretarios de 

acuerdos, posiblemente porque son los encargados de instrumentar 
técnicamente todo el proceso, mientras que los jueces y magistrados toman 
las decisiones. Esta situación parece coincidir con la opinión de los usuarios 
perdedores de sus juicios que se quejan no del resultado del juicio sino de 
todos los formalismos que debieron superar. Precisamente la cara visible de 
esos formalismos son los secretarios de acuerdos. Al mismo tiempo que los 
usuarios y litigantes expresan una opinión negativa respecto de dichos 
secretarios, el 77% de los usuarios afirma haber sido atendido con amabilidad y 
cortesía, y el 52% con rapidez. Parecería que el problema no se encuentra en 
la atención ni en la rapidez de la misma, sino en el proceso del trámite legal. 
Sobre este último recaen las sospechas sin importar quién lo lleve adelante ni 
cómo (rapidez, amabilidad, etc.). 

Una diferencia a considerar entre el trabajo del juez y del magistrado es 
que este último dispone de mayor tiempo para analizar el caso y escuchar a 
las partes, mientras que el segundo rara vez atiende personalmente a los 
usuarios y litigantes. En el caso de los jueces, el 77% de los usuarios afirma no 
haberlo visto ni conocido personalmente.14 Mientras que en el caso de los 
magistrados, la cifra casi se invierte proporcionalmente.15 

Ahora bien, sabiendo esto y conociendo la opinión de los usuarios de 
manera directa, se preguntó a los litigantes sobre las quejas de sus clientes 
respecto del servicio de los juzgados familiares. El 68% de los litigantes 

                                                           
14 Este dato se aproxima al 69,7% de detenidos que afirman que el juez no estuvo presente durante la declaración —
materia penal— (Bergman, 2003, pág. 93). 
15 Esto es interesante porque los magistrados no tienen la obligación formal de hacer ninguna diligencia. Y la opinión 
común es que solamente los jueces reciben a las partes. Sin embargo, dos magistrados entrevistados informalmente 
afirman citar regularmente a los interesados.  
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afirman que sus clientes se quejan de manera recurrente sobre los siguientes 
tópicos en orden de importancia decreciente: 

 
- alta complejidad del proceso de presentación y desahogo pruebas, 
- resultado de las resoluciones, 
- condiciones de los juzgados (infraestructura, falta de personal, 

etc.), 
- mala atención de las autoridades al mismo usuario, 
- demora en resolver los procesos, 
- corrupción, 

 
La complejidad en el proceso de presentación y desahogo de pruebas es un 

problema que se repite en las quejas de los litigantes respecto del juicio 
familiar como uno de los principales inconvenientes para darle agilidad al 
sistema. En el caso del divorcio voluntario, el problema de las pruebas no 
aparece porque se ha alcanzado un acuerdo de separación de las partes.16 
Debido a ello, frente a la pregunta por los obstáculos más frecuentes que se 
presentan en un divorcio voluntario, aparece con un porcentaje menor:17 

 
- falta de garantía de la pensión alimenticia: 30%, 
- indecisión y falta de un acuerdo real y consensuado entre las partes: 

20%, 
- falta de un  acuerdo de convivencia con menores (en caso de que 

existan): 13%, 
- proceso complicado de presentación y desahogo de pruebas, y/o la 

falta de pruebas: 10%, 
- retraso del propio juzgado 7%, 
- inasistencia de las partes a las juntas de avenencia: 5% 

 
En este caso, los problemas están centrados en las partes y no en el 

sistema judicial. Si sumamos las causas atribuibles a las partes, el porcentaje 
es notoriamente alto: 68%, mientras que los problemas del sistema son bajos: 
17%. 

Estos datos cambian sustancialmente en aquellos juicios donde las partes 
no tienen ningún acuerdo previo ni posibilidad de alcanzarlo de manera 
extrajudicial o en forma paralela al proceso. En el caso del divorcio necesario 
esto se muestra con claridad: 

 
- proceso complicado de presentación y desahogo de pruebas, y/o la 

falta de pruebas: 40% 
- controversias entre las partes: 27% 

                                                           
16 Por este motivo, tampoco aparecen en este tipo de divorcio denuncias penales falsas. 
17 La suma total no da el 100% porque falta agregar el 15% de los que no contestaron esta pregunta. 
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- falta de un acuerdo económico: 25% 
- limitaciones de las causales: 4% 
- denuncias penales 4% 

 
Todos aquellos factores que revelan el conflicto entre las partes sufren un 

gran incremento respecto del tipo de juicio anterior. Por ejemplo, aparecen 
denuncias penales falsas. Pero aun en esta situación, el porcentaje de 
inconvenientes derivados del sistema judicial (44%) no supera a aquellos que 
generan el conflicto y la incapacidad para llegar a un acuerdo de las partes 
(56%). 

En el juicio de pérdida de patria potestad, los valores vuelven a cambiar: 
 

- proceso complicado de presentación y desahogo de pruebas, y/o la 
falta de pruebas: 38%, 

- proceso de prueba de la necesidad de pérdida de la patria potestad 
del demandado: 19%, 

- complicaciones técnicas de la legislación y del juzgado: 17%, 
- porcentaje de litigantes que no llevaron nunca un juicio de estas 

características: 26% 
 
Si se elimina el porcentaje de litigantes que no han manejado un juicio de 

este tipo, se puede observar que en este litigio, el 100% de los problemas 
parecen ser atribuibles al sistema judicial. Sin embargo, al tratarse de los 
derechos de tutela de menores de edad, resulta comprensible que el proceso 
de presentación de pruebas sea mucho más complicado en este caso, y que el 
código familiar ofrezca mayores complicaciones y que a esto se sume la 
resistencia cultural del propio juzgador o del poder judicial mismo de quitarle 
la patria potestad a uno de los padres. 

Más allá de estas cuestiones, es importante resaltar que la principal causa 
de retraso y de complicación por parte del sistema de administración de 
justicia es el proceso de presentación y desahogo de pruebas, y/o la falta de 
pruebas. En realidad, esto lo establece el código de familia y no los 
juzgadores. 

Por otra parte, la incapacidad o dificultad para llegar a un acuerdo entre 
las partes, también se debe a las razones que las mismas presentan para llegar 
al litigio y a la intervención del sistema judicial. Entre las causas se pueden 
encontrar los siguientes:18 

 
- violencia intrafamiliar: 34% 

                                                           
18 Estas causas son las respuestas a una pregunta abierta que fueron codificadas en estas cuatro categorías. Los 
usuarios distinguían entre falta de comunicación (“no me avisa, no me habla”, etc.), y problemas emocionales (“no 
nos llevamos bien, discutimos todo el tiempo”, etc.) La referencia a la falta de sostén económico se debe a la falta de 
aporte económico a la economía familiar (“no me daba para el gasto”, etc.). 
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- falta de comunicación: 34% 
- falta de sostén económico: 15% 
- problemas emocionales: 12%19 

 
Este tipo de problemas no se resuelven con facilidad en el sistema judicial. 

Y es muy grave que el 34% de los motivos de inicio del litigio corresponda a la 
violencia intrafamiliar.20 Esto impacta directamente también en el perfil de 
género de los demandantes21 y en el tipo de juicio predominante en el litigio 
familiar. El 89% de los usuarios que iniciaron la demanda son mujeres y 
solamente el 11% son hombres (Anexo I - Perfil de género de los 
demandantes).22 Y el tipo de juicio con mayor prevalencia es el de pensión 
alimenticia que alcanza el 37% y sumado al juicio por suspensión de pensión 
alimenticia, el 39.5% (Anexo III - Tipología del litigio familiar).23 

Por supuesto, en el caso de la demanda iniciada por hombres, el problema 
nunca es la violencia intrafamiliar. La contraparte de este asunto es que 
debido a la complicación del proceso de presentación de pruebas de dicha 
violencia intrafamiliar,24 las mujeres se ven obligadas a presentar la demanda 
encerrada en las siguientes fórmulas legales o motivos (Anexo IV - Tipología de 
motivos legales de presentación de demanda):25 

 
- disolución necesaria del vínculo de sociedad conyugal: 34%, 
- pensión alimenticia para los hijos: 22%, 
- mala comunicación: 12%, 
- pensión para el cónyuge: 12%, 
- acuerdo legal para la convivencia de los hijos: 6%, 
- tutela de un niño: 4%, 
- malos tratos: 4%, 
- disolución de la sociedad conyugal de común acuerdo: 2% 
 
Este es otro problema de la normativa que afecta al sistema judicial. De 

todos modos, a pesar de los problemas y las quejas, es interesante mencionar 
que el 71% de los entrevistados que inició el proceso no se arrepiente de 
haberlo hecho a pesar de conocer ya los inconvenientes y obstáculos del 
                                                           
19 El 5% no contestó la pregunta. 
20 Aunque es una cifra menor al promedio nacional de 46,6% de mujeres con al menos un incidente de violencia en 
los últimos 12 meses según la Encuesta Nacional Sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares. (INEGI, 2003). 
21 En referencia a aquellos que inician el litigio o la demanda. 
22 También se analizaron las edades de los demandantes pero el cuadro resultante no aporta ningún dato novedoso. 
Las mayores cifras de litigios coinciden con las edades activas de las personas entrevistadas y prácticamente no hay 
ninguna diferencia entre hombres y mujeres (Anexo III - Perfil etario de los demandantes). 
23 Para hacer la tipología se incluyeron todas las formas del litigio familiar y no solamente la selección de este trabajo 
(divorcio necesario, de común acuerdo, de pérdida de patria potestad). 
24 Para probar la violencia intrafamiliar como causal de divorcio, dicha violencia debió suceder delante de testigos. 
25 Algunas personas contestaron que habían decidido la separación de común acuerdo pero querían realizar todo el 
proceso legal correspondiente: 4%. Como se puede observar, los usuarios confunden las causas de inicio del juicio 
con los motivos legales del mismo.  
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mismo, y haber sido informados del servicio de mediación. Solamente el 21% 
no lo volvería a hacer.26 Entre los motivos de arrepentimiento, figuran: 

 
- demora del proceso: 45.5%, 
- desgaste psicológico: 27%, 
- desavenencias con la contraparte:27 18%, 
- imposibilidad de presentar o desahogar pruebas: 9.5%, 
 
A pesar de que nuevamente aparece la demora como un factor 

determinante en el desgaste emocional del proceso, en realidad, dado los 
tiempos analizados de duración de los juicios pareciera que dicha demora es 
estrictamente un problema de percepción de los usuarios. Dada la gravedad de 
los problemas y las consecuencias emocionales que tienen para las partes, los 
tiempos normales de un proceso judicial resultan en cualquier caso demasiado 
extensos. Otra vez aparece el problema de las pruebas como motivo de 
desaliento para los usuarios. Frente a este panorama, las razones por los que 
los usuarios no se arrepienten de haber iniciado la demanda son los siguientes: 

 
- era lo único que se podía hacer: 19%, 
- pensión alimenticia: 18%, 
- obligación del trámite: 13%, 
- necesidad de terminar el proceso legalmente: 10%, 
- obtener beneficios: 10%, 
- acuerdo entre las partes para hacer el trámite: 7.5%, 
- liberarse del vínculo: 7.5%, 
- facilidad para hacer el trámite: 5%, 
- es un proceso normal y no conflictivo: 5%, 
- recibir asesoramiento en el juicio y contención psicológica:28 5%, 
 
Muchas respuestas se repiten bajo otro aspecto del problema.29 Y algunas 

de ellas solamente hacen referencia a cierta “necesidad” legal de terminar el 
vínculo. Lo importante es que el 18% no se arrepintió porque consideró que era 
la única forma de obtener una pensión alimenticia para los menores y un 
porcentaje menor, 10% de los que iniciaron la demanda consideran que era la 
única forma de obtener una pensión para sí mismos. Si se considera que el 89% 
de los que iniciaron las demandas son mujeres, casi se puede afirmar que las 
opiniones enumeradas anteriormente tienen un sesgo de género. Si se 
relacionan estas opiniones al 71% de los demandantes que no se arrepienten, 
                                                           
26 El 8% restante no contestó a la pregunta. 
27 Los usuarios se refieren en este punto que la contraparte puede alargar el proceso con diferentes procedimientos: 
inasistencia a las audiencias, pruebas falsas, etc. 
28 En todos los casos entrevistados, los usuarios que recibieron asistencia psicológica fueron mujeres y estaban 
asesoradas por litigantes de sexo femenino. 
29 Se incluyeron todas las respuestas, aun las repetidas, por cuestiones de fidelidad al testimonio de los usuarios. 
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tenemos un dato que no muestra el grado de satisfacción terminal del usuario 
pero al menos, revela que el sistema judicial sigue siendo una opción válida en 
la percepción del usuario para resolver conflictos, aunque originalmente haya 
pensado que era la única forma. En el contexto general, el 20% fue demandado 
y no tuvo oportunidad de elegir, al 8% le recomendaron la vía judicial, el 14% 
cree que es la mejor manera de resolver conflictos, el 39% considera que es la 
única, y el 16% restante afirmó que es la forma menos costosa (con defensor 
de oficio) de hacer respetar los derechos. La cifra preocupante es el 39% que 
desconoce otras formas de solución de conflictos. 

Costos 

Para la determinación de costos de litigio, se incluyeron gastos directos de 
representación: 
 
Tabla 1.- Usuarios. 
Costo* 0 - 5* 5 - 10 10 - 20 20 - 50 + de 50 
¿Cuánto dinero gastó 
en el proceso? 

40% 6% 
 
 

6% 
 
  
 

6% + 50: 8% 
+ 100: 11% 
+ 200: 5% 
+ 300: 3% 
+ 500: 3% 
+ 600: 3% 
+ 1000: 2% 
+ 2040: 5% 
+ 8000: 2% 

*Cantidad de salarios mínimos. NVálida 62.  
 

En este ítem se incluyen los usuarios que recurrieron al defensor de oficio. 
Aunque posteriormente se elabora un perfil socioeconómico de los usuarios, 
cabe adelantar que el 38% de aquellos usuarios que gastaron entre 1 y 5 
salarios mínimos corresponden a dicho servicio. De acuerdo a esta tabla, el 
perfil más alto, superior a los 50 salarios mínimos y que llega a más de 8,000 
salarios mínimos alcanza a ocupar el 39.5% de los usuarios. Según estos datos, 
no se puede decir que los sectores de escasos recursos están excluidos del 
sistema de administración de justicia. Su porcentaje de participación es 
realmente importante. Según la información proporcionada por los litigantes, 
las cifras coinciden: 

 
Tabla 2.- Litigantes. 
Costo* + de 100 Depende cliente y caso 
¿Cuánto cuesta un 
divorcio voluntario —en 
promedio—? 
(N = 96) 

+ 100: 33% 
+ 200: 25% 
+ 300: 15% 
+ 400: 6% 

13% 
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+ 1000: 6% 
+ 2000: 2% 

¿Cuánto cuesta un 
divorcio necesario —en 
promedio—? 
(N = 94) 

+  100: 4% 
+  200: 30% 
+  300: 32% 
+  600: 4% 
+  4000: 6% 
+  16000: 2% 

21% 

¿Cuánto cuesta un juicio 
de pérdida de patria 
potestad —en promedio—? 
(N = 80) 

+  100: 10% 
+  200: 35% 
+  300: 13% 
+  400: 5% 
+  600: 3% 
+  1000: 3% 

33% 
 
 
 
 
 

*La referencia es en salarios mínimos.  
 
Según esta tabla y sacando el porcentaje de litigantes que no tienen tasa 

fija sino que cobran de acuerdo al patrimonio del cliente, los usuarios 
pertenecen indefectiblemente a los sectores medios y altos de la sociedad. El 
perfil económico30 que reportan los litigantes es aproximadamente el 
siguiente31 (Anexo V - Perfil socioeconómico de los usuarios): 

 
• Alto: 17% 
• Medio - alto: 20% 
• Medio: 12% 
• Medio bajo: 31% 
• Bajo: 15% 
 
En efecto, los usuarios que recurren a la asesoría jurídica privada 

pertenecen masivamente a los sectores medios (63%) pero esto no significa 
que sean los únicos usuarios del servicio de administración de justicia. 
Posiblemente esta imagen es la que mayor impacto haya tenido en los 
especialistas sobre el tema. De todos modos, queda claro que si no se recurre 
a la defensoría pública gratuita, los costos del litigio familiar ascienden 
rápidamente a cifras superiores a los 100 salarios mínimos. A estos gastos se 
deben agregar los costos indirectos: 

 
Tabla 3.- Usuarios. 
Costo Positivo Negativo Cantidad – Pesos M.N. 
¿Tuvo que pagar costos 
judiciales, pericias, impuestos, 
etc.? (N = 100) 

20% 80% Los gastos oscilan entre 70 y 500 
pesos 
 

¿Tuvo que faltar al trabajo? 60% 34% 3 veces: 28% 

                                                           
30 Se trata solamente de un perfil basado en ingresos económicos. No es un perfil complejo compuesto por otras 
variables como el que se presenta más adelante. 
31 El 5% queda fuera por no haber contestado la pregunta. 
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¿Cuántas veces?  
(N = 94) 

 4 veces: 46% 
10 veces: 8% 
30 veces: 5% 
+ 31veces: 13% 

¿Le descontaron el día o dejó 
de generar ingresos? 
(N =94) 

48% 46%  

¿Tuvo algún gasto extra 
derivado del proceso? 
(N = 95) 

32% 63% Gastos:  
Investigaciones, propinas, 
alimentos, copias, terapia 
psicológica,  sobornos: 4.6%  

 
Estos costos no parecen ser excesivamente altos. El 80% afirma no haber 

pagado costos judiciales y el gasto del 20% restante oscila entre 70 y 500 
pesos. El 74% afirma haber ido al juzgado alrededor de 4 veces lo que no 
representa, en términos de gastos y de demora y complejidad del sistema, una 
cantidad preocupante. Y finalmente la cifra quizás más impactante del cuadro 
es el 4.6% de usuarios que pagaron sobornos. Decididamente es una cifra 
decididamente baja para un sistema que es considerado por la literatura 
académica como “corrupto”: 

 
Los viajes a los juzgados también fueron considerados: 
 

Tabla 4.- Usuarios. 
Costo* 0 – 10 11 - 50 51 – 100 + 100 
¿Cuánto dinero le cuesta llegar al 
tribunal? 
(N = 97=  

33% 43% 3% + 100: 15% 
+ 300: 2% 
+ 500: 3% 
+ 800: 2% 

* Calculado en pesos M.N. 
 
Se puede observar que el 74% de los usuarios gastan menos de 50 pesos en 

trasladarse al juzgado. Para terminar, se indaga nuevamente sobre posibles 
gastos extras derivados del proceso. En este punto, el 65% de los usuarios 
contesta negativamente.32 

 
 

 
 

                                                           
32 El 5% no contesta la pregunta. 
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Conclusiones  

Este trabajo no pretende afirmar que el servicio de administración de justicia 
funciona bien, o que no hay retrasos, ni gran complejidad, ni es costoso. O que 
realmente hay un acceso universal al mismo. Simplemente, se intenta 
relativizar algunas afirmaciones demasiado generales de la literatura sobre el 
sistema judicial mexicano. Es imposible no acordar con la idea de la necesidad 
de una reforma de justicia profunda en México. Pero no tiene sentido discutir 
sobre el tema sin información empírica. Este ensayo apenas intenta aportar 
algunos datos sobre la percepción de los usuarios y litigantes sobre el 
funcionamiento del servicio de administración de justicia civil en el ámbito 
familiar en el Distrito Federal a partir de una muestra que no es 
representativa pero que puede señalar tendencias.  

En este sentido, los principales hallazgos de este trabajo son los siguientes: 
 
• bajo nivel de demora (58%  resolución antes del año), 
• bajo nivel de complejidad (72% sin procedimientos extraordinarios) 
• trámites relativamente ágiles (60%: 4 veces: 79%: 2 horas) 
• alto nivel de legitimidad del sistema judicial (54% - jueces y 70% 

magistrados por parte de litigantes), 
• alto nivel de litigiosidad privado (89% no hay arreglo), 
• serias deficiencias en la información de las asesorías jurídicas privadas 

(55% no recomendó acuerdo), 
• alta participación femenina (89%) 
• prevalencia de violencia intrafamiliar como motivo de litigio (34%) 
• alta participación de sectores sociales de escasos recursos (38%) 
• costos relativamente bajos de litigio (38% menos de 5 salarios mínimos), 
• bajo nivel de corrupción en el sistema judicial (4,6%) 

 
De acuerdo con estos resultados, dentro de las perspectivas futuras de 

análisis se encuentran: 
 
• análisis normativo; 
• contraste del estudio de percepción con el análisis de expedientes 

judiciales del mismo ámbito; 
• entrevistas a profundidad a informantes claves del sistema judicial 

(jueces, magistrados, proyectistas, secretarios de acuerdos, etc.); 
• entrevistas a profundidad a usuarios del servicio de mediación (Centro 

de Justicia Alternativa); 
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• profundizar la relación entre variables socioeconómicas, de género, 
etarias y factores como costos, demora, complejidad y calidad del 
servicio; 

• analizar la relación costo/beneficio del servicio jurisdiccional; 
• analizar la relación costo/beneficio del servicio de mediación (CJA) 
  
Posiblemente, una de las vías más prometedoras de investigación en este 

ámbito sea el análisis del juicio de pensión alimenticia. Como se pudo 
observar, representa el 39.5% de todos los juicios de familia y el 34% de 
motivos de inicio de demanda. 



Gustavo Fondevi la 

C I D E  2 4  

Anexos  

Anexo I  
Perfil de género de los demandantes. 
 
Demandantes Mujer Hombre 
 89% 11% 
 
Anexo II 
Perfil etario de los demandantes*. 
 

 
 
 
 
 
 

* en años. 
 
Anexo III 
Tipología del litigio familiar 
 
 Tipos de juicios.* 
 
Divorcio  
Volunta-
rio 

Divorcio 
Necesario 

Pensión 
Alimenti-
cia 

Suspensión de 
pensión 
alimenticia 

Pérdida 
de patria 
potestad 

Régimen de 
convivencia 

Guardia y 
custodia 

N/c 
n/s  

17,5% 25% 37% 2,5% 5,5% 4% 1,5% 7% 
* Algunos entrevistados tienen juicios que incluyen otros. La figura 

tradicional es el juicio de divorcio necesario con el juicio por pensión 
alimenticia. 

 
Tipos de regímenes. 
 
Sociedad conyugal Separación de bienes Madre soltera Unión libre  NS/NC 
58,5% 17% 3% 1,5% 20% 
 
Anexo IV 
Tipología de motivos legales de presentación de demanda. 
 
Motivos de litigio Porcentaje 
Disolución necesaria del vínculo de sociedad conyugal 34% 
Pensión alimenticia para los hijos 22% 
Pensión alimenticia para el cónyuge 12% 
Mala comunicación 12% 

Edad de demandante* Mujer Hombre 
18-24  6% 0% 
25-44  66% 60% 
45-60  24% 33% 
+ 60  4% 7% 
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Acuerdo de convivencia de los hijos 6% 
Tutela de un menor 4% 
Necesidad de trámite legal 4% 
Malos tratos 4% 
Disolución de la sociedad conyugal de común acuerdo 2% 
Anexo V 
Perfil socioeconómico de usuarios del servicio de administración de justicia familiar 
del Distrito Federal. 
 
 
Nivel A/B C+ C D+ D E 
Usuarios 1.5% 9% 24.5% 21.5% 4.5% 38.5% 
 
Niveles:  
 
Para calcular el ingreso se toman en cuenta los siguientes factores: perfil educativo 
del jefe de familia, perfil del hogar, artículos (por ejemplo, electrodoméstico), 
servicios, diversión/pasatiempos, ingreso mensual familiar, residencia (colonias 
típicas). 
 
Clasificación(Amai, 2006): 
 
Nivel A/B 
Es el estrato que contiene a la población con el más alto nivel de vida e ingresos del 
país. Al menos $48,000.00 M.N. 
 
Nivel C+ 
En este segmento, se consideran a las personas con ingresos o nivel de vida 
ligeramente superior al medio. Varía desde $19,200.00 hasta $48,000.00 M.N. 
 
Nivel C 
Se compone de las personas con ingresos o nivel de vida medio. Oscila entre 
$6,400.00 y $19,200.00 M.N. 
 
Nivel D+ 
En este ítem, se consideran a las personas con ingresos o nivel de vida ligeramente 
por debajo del nivel medio, es decir, es el nivel bajo que se encuentra en mejores 
condiciones (es por eso que se llama Bajo-Alto o D+). Varía desde $4,000.00 a 
$6,400.00 M.N. 
 
Nivel D 
Está compuesto por personas con un nivel de vida austero y bajos ingresos. Varía de 
$1,600.00 a $4,000.00 M.N. 
 
Nivel E 
Se incluye a la gente con menores ingresos y nivel de vida de las zonas urbanas de 
todo el país. Es menor a $1,600.00 M.N. 
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